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Exp. 669/2018/2 


TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
SEGUNDA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 669/2018/2
ACTORA: **** ***** ***** ***** ******
AUTORIDADES DEMANDADAS:

DIRECTOR GENERAL DE INGRESOS; DIRECCIÓN JURÍDICA Y DE CAPACITACIÓN FISCAL DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE INGRESOS; Y LA DIRECCIÓN DE RECAUDACIÓN Y POLÍTICA FISCAL; TODAS DE LA SECRETARÍA DE FINANZAS, DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ.
MAGISTRADO:

MANUEL IGNACIO VARELA MALDONADO
San Luis Potosí, San Luis Potosí, a diecisiete de diciembre de dos mil dieciocho.

V I S T O,  para resolver en definitiva el juicio contencioso administrativo número 669/2018/2, promovido por la C. **** ***** ***** ***** ******, quien señaló como autoridades demandadas al Director General de Ingresos; Dirección Jurídica y de Capacitación Fiscal de la Dirección General de Ingresos; y la Dirección de Recaudación y Política Fiscal; todas de la Secretaría de Finanzas, del Gobierno del Estado de San Luis Potosí.
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el catorce de agosto de dos mil dieciocho, la C. **** ***** ***** ***** ******, promovió demanda de juicio contencioso administrativo en contra del Director General de Ingresos; Dirección Jurídica y de Capacitación Fiscal de la Dirección General de Ingresos; y la Dirección de Recaudación y Política Fiscal; todas de la Secretaría de Finanzas, del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, por la emisión de los actos que a continuación se precisan:

“PRIMERO. El oficio determinante de multa por infracciones establecidas en el Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí con número de requerimiento ***************, con número de crédito fiscal ****, emitido por la Directora General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, fechado al 19 de septiembre de 2016.”

SEGUNDO. La Resolución con número de folio ****************************** (SIC) 2018, de fecha 16 de abril de 2018, emitido por el Director General de Ingresos **** *** **** *****.”
II.- A través del acuerdo de dieciséis de agosto de dos mil dieciocho, se le requirió a la accionante para que en el plazo de ley aclarara y precisara si señalaba también como enjuiciada, a la que a consideración de este Juzgador era quién había emitido los actos impugnados; carga procesal que cumplió la impetrante a través del escrito que presentó en este Tribunal, el veintisiete siguiente.

III.- Mediante auto de treinta de agosto de dos mil dieciocho, se tuvo por admitida la demanda de la C. **** ***** ***** ***** ******, en contra del Director General de Ingresos; Dirección Jurídica y de Capacitación Fiscal de la Dirección General de Ingresos; y la Dirección de Recaudación y Política Fiscal; todas de la Secretaría de Finanzas, del Gobierno del Estado de San Luis Potosí; ordenándose correr el traslado correspondiente a esas demandadas para que contestaran lo que a su derecho conviniera, así como ofrecieran y exhibieran las pruebas que estimaran pertinentes.

IV.- En el proveído de veinticuatro de septiembre de dos mil dieciocho, se tuvo por contestada la demanda por parte del Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, en representación de las autoridades precisadas en el Resultando anterior, ordenándose correr traslado de la misma a la accionante para los efectos a que se refiere el artículo 100 del Código Procesal Administrativo.

Asimismo, se tuvieron por admitidas las pruebas ofrecidas por las partes, las cuales se relacionan a continuación:

A LA PARTE ACTORA:

· Copia simple del oficio determinante de multa por infracciones establecidas en el Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí con número de requerimiento ***************, relativo al crédito ****, de fecha diecinueve de septiembre de dos mil dieciséis, emitido por el Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado.
· Original de la resolución con número de folio ******************************, de fecha dieciséis de abril de dos mil dieciocho y sus respectivas constancias de notificación, emitida por el Director General de Ingresos, ***** ***** ***** *****.
· Original del oficio ****************************** y sus anexos. 

A LAS AUTORIDADES DEMANDADAS, por conducto del Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí:
· Copia certificada del requerimiento de obligaciones omitidas, *****, folio ********** de fecha diecinueve de septiembre del dos mil dieciséis y su respectiva constancia de notificación de fecha veintiséis de mayo del citado año;

· Copia certificada de la multa por infracciones establecidas en el Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí con número de requerimiento ***************, perteneciente al crédito ****, de fecha diecinueve de septiembre de dos mil dieciséis;

· La instrumental de actuaciones;

· Y la presuncional legal y humana.
Apreciando la Instrucción, que en la especie se actualizaban las hipótesis de ampliación de demanda, establecidas en los artículos 236, fracción II, y 23, fracción II, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, se le otorgó a la impetrante el plazo de ley para que ejerciera ese derecho; mismo que ejerció a través del ocurso presentado en este Tribunal, el dos de octubre de dos mil dieciocho. 

V.- Por acuerdo de tres de octubre de dos ml dieciocho, se tuvo por interpuesta la ampliación de demanda de la enjuiciante; ordenándose dar vista de la misma a las enjuiciadas, para que en el plazo de ley formularan su contestación respectiva.

VI.- A través del auto de veinticinco de octubre de dos mil dieciocho, se le tuvo a las enjuiciadas dando contestación a la ampliación referida anteriormente. Asimismo, se ordenó dar vista de esa contestación a la impetrante para los efectos precisados en el artículo 100, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 
Por último, se señalaron las diez horas del veintiocho de noviembre del dos mil dieciocho, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246, del Código Procesal Administrativo para el Estado.
VII.- En la fecha y hora señaladas en el Resultando anterior, se llevó a cabo la audiencia final, sin la asistencia de las partes, en el desarrollo de la audiencia se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas se tuvieron por desahogadas las que así lo ameritaron, después se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se certificó que no se formularon por ninguna de las partes. Finalmente, se citó para resolver.
C O N S I D E R A N D O
PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver el presente juicio, en términos de los artículos 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º, fracciones III y XII, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 2°, segundo párrafo, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- La personalidad de la actora no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio, de acuerdo con el artículo 231, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
El interés jurídico de la accionante, para acudir al presente juicio se encuentra acreditado con el acto impugnado, consistente en la resolución del recurso de revocación con número ******************************, de fecha dieciséis de abril de dos mil dieciocho, signado por el Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Estado, mismo que se encuentra dirigido a nombre de la hoy actora, documental que obra agregada de la foja 41 a la 49 del expediente en que se actúa.
Por su parte, el C. ***** ***** ******* ****** justificó su personalidad como Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, así como su representación de las autoridades demandadas, con copia certificada del nombramiento expedido a su favor, documental que obra agregada a foja 104 del expediente en que se actúa.
Las documentales de referencia tienen valor probatorio  pleno por ser documentales públicas, de conformidad con lo establecido en el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

TERCERO.- La litis planteada en este juicio contencioso administrativo es determinar la legalidad o ilegalidad de la resolución del recurso de revocación de fecha dieciséis de abril de dos mil dieciocho, con número de oficio ******************************, emitida por el Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas, en la que se resolvió confirmar la validez de la diversa determinante del crédito fiscal ****, emitida por el Director General de Ingresos de la citada Secretaría; así como la legalidad o ilegalidad de ésta última, en caso de actualizarse el supuesto previsto en el penúltimo párrafo del artículo 217, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
.

CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
En ese sentido, se tiene que la autoridad demandada al momento de producir su contestación de demanda hizo valer la excepción de falta de legitimación pasiva, en cuanto a que la Dirección Jurídica y de Capacitación Fiscal, de la Secretaría de Finanzas, del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, no es parte en el presente juicio, toda vez que no emitió los actos impugnados.
Ahora bien, en cuanto a la autoridad Dirección Jurídica y de Capacitación Fiscal, de la Secretaría de Finanzas, del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, le asiste la razón a la demandada, cuando advierte que no tuvo intervención en los actos impugnados en la presente controversia, consistentes en la resolución que resolvió el recurso de revocación interpuesto por la actora y la diversa recurrida confirmada
, por lo que del análisis efectuado a los mismos, se desprende que efectivamente, dicha autoridad no emitió los actos reclamados en este juicio y por tanto, con fundamento en el numeral 229, fracción V, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
, SE DECRETA EL SOBRESEIMIENTO del presente juicio, en lo referente a la autoridad en cita.

Por último, se debe de hacer mención, que de acuerdo a lo que ordena el artículo 228, último párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y no advirtió que en la especie se actualice causal de improcedencia o sobreseimiento alguna, por lo que, en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

QUINTO.- Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito de demanda y el respectivo de ampliación, localizados a fojas 2 a la 34, y 119 a 134 -respectivamente- del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. 
Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.- De conformidad con el artículo 252, cuarto párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
, se procede al estudio del “ÚNICO” concepto de impugnación “…EN CONTRA DE LAS CONSTANCIAS DE NOTIFICACIÓN DEL REQUERIMIENTO Y DEL OFICIO DETERMINANTE.” esgrimido por la parte actora en su escrito inicial de demanda, mismo que reitera en su ocurso de ampliación de demanda, en el cual medularmente hace valer que niega lisa y llanamente que haya sido notificada legalmente del requerimiento que dio origen a la resolución impugnada.

Asimismo, en relación con lo anterior, se estudia el concepto de impugnación identificado como “PRIMERO” del escrito inicial de demanda de la accionante, en el que medularmente arguye que en virtud de que de no le fue legalmente notificado el requerimiento referido, dio cumplimiento espontáneo a las obligaciones por las que se le impuso las multas controvertidas. 
En ese orden de ideas, en el concepto de impugnación “ÚNICO” –anteriormente referido-, la impetrante hace valer, entre otros argumentos, que la supuesta constancia notificación de veintiséis de mayo de dos mil dieciséis relativa al requerimiento origen del acto impugnado, que le dio a conocer la enjuiciada durante la tramitación del recurso de revocación y ahora en el juicio contencioso administrativo, no corresponde al requerimiento de obligaciones en que se basan las multas debatidas y que por lo tanto no existió notificación, debiéndosele tener por conocedora del requerimiento referido hasta el momento de la ampliación de demanda.

La actora basa su argumento, en virtud de que en el acta de notificación referida, se desprenden las siguientes irregularidades:

· Que el requerimiento de obligaciones supuestamente notificado, no fue emitido por la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas, del Estado de San Luis Potosí, sino por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas.

· Que el número de requerimiento –origen del acto impugnado- es **********, y no así *****, como se asentó en dicha acta.

· Que en el acta dada a conocer, se señaló que el oficio a notificar fue emitido el veintinueve de abril de dos mil dieciséis, siendo el caso que el requerimiento que le exhibieron es de fecha veintiocho de abril de dos mil dieciséis.
Por otra parte, en el primer concepto de impugnación –anteriormente señalado- del escrito inicial de demanda, la enjuiciante argumenta que la resolución confirmada en sede administrativa, es ilegal al ser violatoria de los artículos 14, 16 constitucionales, 46, fracción IV y 146, del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí. Lo anterior es así, ya que niega lisa y llanamente la notificación del requerimiento que dio origen a las multas impugnadas, por lo que al haber sido ilegal dicha notificación, el demandante realizó el cumplimiento espontáneo de las obligaciones correspondientes, actualizándose las figuras previstas en el último dispositivo legal citado y el diverso 73, del Código Fiscal de la Federación.
La representación legal de las enjuiciadas, al momento de formular su contestación de demanda, defendió la legalidad de los actos impugnados, manifestando que se notificó legalmente el requerimiento que dio origen a las multas controvertidas y que por lo tanto no se cumplió espontáneamente con las obligaciones de requeridas, de ahí que sean legales dichas sanciones debatidas y por lo tanto lo resuelto en el recurso de revocación.

Una vez expuesto lo anterior, esta Sala Unitaria considera esencialmente fundados los argumentos citados, ello en razón de las consideraciones siguientes:

Con el fin de resolver los conceptos de impugnación hechos valer por la actora, de conformidad con lo dispuesto en el penúltimo párrafo del artículo 217, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, resulta oportuno utilizar el principio de Litis abierta, lo anterior, también de acuerdo a lo establecido en los siguientes criterios: 

Época: Novena Época 

Registro: 184472 

Instancia: Segunda Sala 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo XVII, Abril de 2003 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: 2a./J. 32/2003 

Página: 193 

“JUICIO DE NULIDAD. EL PRINCIPIO DE LITIS ABIERTA CONTENIDO EN EL ARTÍCULO 197, ÚLTIMO PÁRRAFO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN VIGENTE, PERMITE AL DEMANDANTE ESGRIMIR CONCEPTOS DE ANULACIÓN NOVEDOSOS O REITERATIVOS REFERIDOS A LA RESOLUCIÓN RECURRIDA, LOS CUALES DEBERÁN SER ESTUDIADOS POR EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. El artículo 197 del Código Fiscal de la Federación, en su texto anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 15 de diciembre de 1995, contenía el principio de "litis cerrada" que impedía que se examinaran los argumentos dirigidos a demostrar la ilegalidad del acto administrativo contra el cual se enderezó el recurso, es decir, no permitía que el demandante hiciera valer o reprodujera argumentos relativos a la resolución recurrida; y, por ende, el entonces Tribunal Fiscal de la Federación no estaba obligado a estudiar los conceptos de anulación que reiteraran argumentos ya expresados y analizados en el recurso ordinario; sin embargo, en el texto vigente del último párrafo del citado numeral se simplificó el procedimiento contencioso administrativo al cambiar el principio de "litis cerrada" por el de "litis abierta", el cual comprende no sólo la resolución impugnada sino también la recurrida; los nuevos argumentos que pueden incluir los razonamientos que se refieran a la resolución recurrida, y los dirigidos a impugnar la nueva resolución; así como aquellas razones o motivos que reproduzcan agravios esgrimidos en el recurso administrativo en contra de la resolución originaria. Por tanto, todos estos argumentos, ya sean novedosos o reiterativos de la instancia administrativa, constituyen los conceptos de anulación propios de la demanda fiscal, lo cual implica que con ellos se combaten tanto la resolución impugnada como la recurrida en la parte que afecte el interés jurídico del actor, por lo que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa está obligado a estudiarlos.
Época: Décima Época 

Registro: 2007960 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 

Libro 12, Noviembre de 2014, Tomo IV 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: I.8o.A.83 A (10a.) 

Página: 3000 

“LITIS ABIERTA. ESTE PRINCIPIO PERMITE AL ACTOR EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL FORMULAR CONCEPTOS DE NULIDAD SOBRE ASPECTOS QUE NO HIZO VALER EN EL PROCEDIMIENTO DEL QUE DERIVÓ LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA E, INCLUSO, PARA EVIDENCIAR LAS VIOLACIONES COMETIDAS EN SU PERJUICIO DURANTE LA TRAMITACIÓN DE ÉSTE, LOS CUALES DEBEN ESTUDIARSE POR EL TRIBUNAL DE LA MATERIA. El principio de litis abierta previsto en el artículo 1o. de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo no contiene limitante ni condición alguna para el actor en el juicio contencioso administrativo federal, razón por la cual, éste, al impugnar una resolución, está facultado para formular conceptos de nulidad sobre aspectos que no hizo valer en el procedimiento del que aquélla derivó e, incluso, externar argumentos para evidenciar las violaciones cometidas en su perjuicio durante la tramitación de éste, pues el principio mencionado permite al gobernado una defensa extendida, por lo cual, el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa está obligado a estudiar dichos planteamientos.”
Asimismo, resulta pertinente remitirnos a lo dispuesto por el artículo 16 Constitucional, conforme al cual los particulares sólo podrán ser molestados en su familia, domicilio, papeles o posesiones, en virtud de un mandamiento escrito en el que se funde y motive la causa legal del procedimiento, esto es, contempla la garantía de la debida fundamentación y motivación de los actos de autoridad, misma que resulta fundamental para considerar que el actuar de la autoridad se encuentra ajustado a derecho.
Así las cosas, la garantía de la debida fundamentación y motivación de los actos de autoridad, consiste no sólo en que en el texto del mismo se establezcan los preceptos legales aplicables al caso concreto, así como las razones y circunstancias que se tomaron en consideración para emitirlo, sino también es necesario que exista una adecuación entre los motivos que se aducen y las normas aplicables, esto es, deben precisarse los razonamientos realizados por la autoridad para concluir que el acto o actuación que se está analizando se ajusta exactamente a lo previsto en determinados preceptos legales.

Sirve de apoyo en la especie la Jurisprudencia número 11, de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el informe rendido al terminar el año de 1973, segunda parte, página 18: 
“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN.-  De acuerdo con el artículo 16 de la Constitución Federal, todo acto de autoridad debe estar adecuado y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso, y lo segundo, que también deben señalarse con precisión las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; siendo necesario además que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas”.

En efecto, los actos administrativos deben estar fundados y motivados, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso, y lo segundo, que también deben señalarse con precisión las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; siendo necesario además que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas. 

En el expediente del presente juicio -a folios 105 a 108 del expediente en que se actúa-, obra la resolución confirmada en sede administrativa, determinante del crédito fiscal **** de diecinueve de septiembre de dos mil dieciséis, en la cual se desprende que las treinta y tres multas impuestas derivan de “haber presentado EXTEMPORANEAMENTE la obligación de pago correspondiente al mes de…y por requerimiento de Autoridad número *************** notificado el día 26/05/2016”, siendo dichas obligaciones las correspondientes a las declaraciones de pago mensuales del Impuesto sobre Erogación por Remuneración al Trabajo Personal (ISERTP) por los meses de junio a diciembre de dos mil trece; enero a diciembre de dos mil catorce; enero a diciembre de dos mil quince; y enero y febrero de dos mil dieciséis. 
Aquí cabe precisarse, que si bien se le sancionó a la enjuiciada por haber presentado extemporáneamente las declaraciones de pago –y a requerimiento de autoridad-; esto también significa un reconocimiento por parte de la enjuiciada en que la hoy accionante sí dio cumplimiento a dichas declaraciones.
En ese orden de ideas, la enjuiciada determinó treinta y tres multas por presentar extemporáneamente la declaración de pago a que se encontraba obligado la parte actora de conformidad con el artículo 24 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, la cual fue solicitada mediante requerimiento de autoridad con número de emisión ***************, el cual obra a fojas 110 y 111 del expediente en el que se actúa, resultando pertinente realizar la transcripción del artículo anteriormente citado –vigente al momento de la emisión del acto recurrido-:

“CAPITULO IV

DEL IMPUESTO SOBRE EROGACIONES POR REMUNERACIONES AL TRABAJO PERSONAL
…
ARTICULO 24. El impuesto se causará en el momento en que se efectúen las erogaciones por el trabajo personal. 

Los contribuyentes pagarán mediante declaración mensual, a través del formato que para esos efectos expida la Secretaría de Finanzas, a más tardar el día quince del mes siguiente al de la causación del impuesto, ante las oficinas recaudadoras o establecimientos autorizados de la jurisdicción a que pertenezcan el domicilio del contribuyente, o en las instituciones bancarias autorizadas para ello. 

El pago que realicen los contribuyentes de este impuesto se entenderá como definitivo. 

La obligación de presentar la declaración mensual subsistirá aun cuando no hubiese cantidad a cubrir. …”

Del artículo anteriormente transcrito se desprenden las siguientes consideraciones:

· El impuesto se causará en el momento en que se efectúen las erogaciones por el trabajo personal; y, 

· Que dicho impuesto deberá pagarse mediante declaración mensual a más tardar el día quince del mes siguiente al de la causación del impuesto; subsistiendo la obligación de presentar dicha declaración aun cuando no hubiese cantidad a cubrir. 

De este conjunto de consideraciones, se desprende claramente que es obligación del contribuyente la de presentar la declaración de pago del Impuesto sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal a más tardar el día quince del mes siguiente al de la causación del impuesto, es decir, de cuando se efectúen las erogaciones al trabajo personal, la cual subsiste aun cuando no hubiese cantidad a cubrir.

Por lo que es de concluirse que la autoridad demandada motiva las multas impuestas a la hoy actora por haber presentado las declaraciones de pago del Impuesto sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal –por los meses de junio a diciembre de dos mil trece; enero a diciembre de dos mil catorce; enero a diciembre de dos mil quince; y enero y febrero de dos mil dieciséis- después del día quince del mes siguiente de su causación, es decir, por haberla presentado extemporáneamente.

La situación anteriormente señalada, pretende corroborarla la enjuiciada al manifestar que dichas obligaciones le fueron solicitadas mediante requerimiento de autoridad número ***************, notificado el día veintiséis de mayo de dos mil dieciséis, constancia de notificación que ofreció a juicio y que obra a foja 112 del expediente en el que se actúa, y que será motivo de estudio más adelante al haber sido controvertida por la hoy impetrante.

Por otra parte, la autoridad demandada invoca como precepto legal en que sustenta la infracción, el artículo 153, fracción I, del Código Fiscal del Estado, que a la letra –vigente al momento de la emisión de la resolución recurrida- dispone lo siguiente:

“ARTICULO 153.- Son infracciones relacionadas con el pago de contribuciones, las siguientes: 

I. No presentar las declaraciones, comprobantes fiscales digitales por internet o formularios de pago a que estén obligados conforme a las disposiciones fiscales, o presentarlos extemporáneamente, o incompletos o con errores;..."
Ahora bien, del precepto legal que establece las conductas sancionables, se desprende medularmente que son infracciones relacionadas con el pago de contribuciones, la de no presentar las declaraciones en el plazo previsto en la ley, situación que se configura cuando la declaración no es presentada o es presentada extemporáneamente, incompleta o con errores. 

Por lo que, tomando en cuenta los motivos y fundamentos antes expuestos, la autoridad demandada determinó imponer a la actora treinta y tres sanciones consistentes en multas, respecto de los períodos que se contienen en la resolución determinante del crédito fiscal confirmado en sede administrativa, precisando al efecto en la motivación, que las infracciones se determinaron por presentar extemporáneamente la declaración de pago conforme el artículo 153, fracción I, del Código Fiscal del Estado -en relación a que estaba obligado, de conformidad con el diverso 24, de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí- situación que pretende acreditar la enjuiciada ya que a su dicho realizó el requerimiento de obligaciones anteriormente referido.

Aquí debe destacarse, que en caso de darse el supuesto –lo que se definirá más adelante- de que la hoy demandante hubiese presentado sus obligaciones sin que mediara dicho requerimiento, la presentación de las declaraciones sería espontánea y por ende no procedería multa alguna, ello de conformidad con lo dispuesto por el artículo  146 del Código Fiscal del Estado, disposición legal que dicta lo siguiente;

“ARTICULO 146.- No se impondrán multas cuando el contribuyente o responsable solidario cumpla espontáneamente con su obligación, aún cuando sea fuera del plazo. Se considera espontáneo el cumplimiento cuando la omisión es corregida o el pago efectuado antes de que se notifique la resolución en la que se determine la obligación incumplida, o el requerimiento para su cumplimiento; así como, antes de que se notifique el inicio del ejercicio de las facultades de comprobación de la autoridad. También se considera espontáneo el cumplimiento que se haga dentro de los quince días siguientes a la presentación del dictamen de contador público registrado, en el que se haga constar el incumplimiento en cuestión, en su caso. 

Tampoco se impondrán sanciones en casos de fuerza mayor o caso fortuito debidamente acreditados. 

Si la infracción deriva de la intervención de funcionarios o empleados fiscales, así como de notarios o corredores públicos, el contribuyente no estará obligado al pago de las multas, las que serán a cargo de quien la originó.”

En ese contexto, es evidente para este Juzgador que el dispositivo legal trasunto, establece que no se impondrán multas cuando se cumplan en forma espontánea las obligaciones fiscales fuera de los plazos señalados por las disposiciones aplicables o cuando se haya incurrido en infracción a causa de fuerza mayor o de caso fortuito, y no puede considerarse un cumplimiento espontáneo, esencialmente cuando la omisión es descubierta por las autoridades fiscales. 

Esto es el denominado “cumplimiento espontáneo de obligaciones tributarias”, que se erige como un beneficio para los contribuyentes, para que no se les impongan sanciones cuando no cumplan con sus cargas fiscales dentro de los plazos legales o lo hagan de manera parcial o incompleta, pero que su cumplimiento total o la corrección respectiva se realicen antes de que las autoridades fiscales lleven a cabo actos de fiscalización.
En este sentido, se debe de precisar que en la especie, para poderse configurar una presentación extemporánea de una declaración del Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal, sancionable conforme al artículo 153, fracción I, del Código Fiscal del Estado, es necesario que se presenten dos situaciones, mismas que se detallan a continuación: 
· Que se haya omitido presentar la declaración en el plazo fijado en el artículo 24 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí –quince días del mes después de su causación-.

· Que dicha declaración haya sido presentada a requerimiento de autoridad, situación está última que será motivo de estudio más adelante, dado que es parte de la controversia a resolverse.
En este contexto, una vez configurada la infracción conforme a lo establecido en el artículo 153, fracción I, del Código Fiscal del Estado, esta es susceptible de sancionarse con las multas establecidas en el diverso 154, fracción I, del mismo código, aplicado por la autoridad en la resolución que se combate; última disposición legal que estable lo siguiente:

“ARTICULO 154.- Se impondrán las siguientes sanciones a quien cometa las infracciones señaladas en el artículo anterior:

I. Multa de quince a cuarenta y cinco días de salario, por cada obligación omitida a las previstas en las fracciones I y II. …”

Precepto legal que dispone que tratándose de las infracciones establecidas en el artículo 153, fracción I, del Código Fiscal del Estado, se impondrá multa de quince a cuarenta y cinco días de salario por cada obligación omitida, esto es, que cuando se actualice alguna de las hipótesis ahí previstas se aplicará dicha sanción individualizándola al caso concreto, lo que comprende desde luego, como es el caso que nos ocupa, en que se sancionó la presentación extemporánea de las declaraciones de pago del Impuesto sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal –por los meses de junio a diciembre de dos mil trece; enero a diciembre de dos mil catorce; enero a diciembre de dos mil quince; y enero y febrero de dos mil dieciséis-; en este sentido, el análisis sistemático de ambos preceptos permite advertir que sí se establecen la infracción referida y su respectiva sanción, para el caso en que el contribuyente, a requerimiento de la autoridad fiscal, presente sus declaraciones fuera del plazo legal; sin que ello implique una interpretación analógica, como es el caso.

Sirve de sustento, al criterio del suscrito Magistrado de la Segunda Sala Unitaria la Tesis de Jurisprudencia que se transcribe a continuación:

“MULTA IMPUESTA POR LA PRESENTACIÓN EXTEMPORÁNEA DE DECLARACIONES OMITIDAS A REQUERIMIENTO DE LA AUTORIDAD FISCAL. INTERPRETACIÓN SISTEMÁTICA DE LOS ARTÍCULOS 81, FRACCIÓN I Y 82, FRACCIÓN I, INCISO A), DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.- Del texto del artículo 81, fracción I, del código tributario federal, se desprende que constituye infracción fiscal, entre otras, que el contribuyente presente sus declaraciones omitidas a requerimiento de las autoridades fiscales. Por su parte, el artículo 82, fracción I, inciso a), del propio código, dispone que serán sancionadas con multa por la cantidad que oscila entre las ahí precisadas, las infracciones relacionadas con la obligación de presentar declaraciones a que se refiere el artículo 81, en cuyo párrafo primero, fracción I, se tipifica como infracción relacionada con la obligación de pago de las contribuciones, cuando las declaraciones se presenten a requerimiento de las autoridades fiscales. En este sentido, el análisis sistemático de ambos preceptos permite advertir que sí se establecen la infracción referida y su respectiva sanción, para el caso en que el contribuyente, a requerimiento de la autoridad fiscal, presente sus declaraciones fuera del plazo legal; sin que ello implique una interpretación analógica, sino sistemática, porque ambos artículos constituyen una unidad, al prever la infracción y sanción correspondientes. Por lo que si el cumplimiento de la obligación fiscal ocurre a requerimiento de la autoridad hacendaria, ello hace procedente la imposición de la multa con apoyo en los numerales mencionados.- PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO.”

Por lo anterior, es dable al suscrito concluir, que el precepto legal establecido en el artículo 154, fracción I, del Código Fiscal del Estado, tiene por objeto establecer los parámetros de sanción consistentes en los días de salarios mínimos (hoy unidades de medida y actualización –UMA-), que la autoridad debe de considerar en la aplicación de la sanción económica, cuando se actualice alguna de las hipótesis de infracción descritas en el diverso 153, fracción I, del propio código, que prevé como conducta infractora comprende el presentar las declaraciones fuera de los plazos previstos en la Ley, es decir extemporánea.

Ahora, para saber si resultan legales o ilegales las multas impuestas en la resolución confirmada en sede administrativa, no debe perderse de vista que la actora negó lisa y llanamente –tanto en el recurso de revocación como en el presente juicio contencioso administrativo- que se le hubiera notificado el requerimiento número **********; o bien tener conocimiento del mismo; por consiguiente, esa negativa implica que no fue notificada legalmente de ese documento el veintiséis de mayo de dos mil dieciséis, el cual sirvió de motivación para la emisión de la resolución recurrida en revocación.

Conviene tener presente, el artículo 45, del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, establece lo siguiente:

“ARTICULO 45.- Los actos y resoluciones de las autoridades fiscales se presumirán legales. Sin embargo, dichas autoridades deberán probar los hechos que motiven los actos o resoluciones cuando el afectado los niegue lisa y llanamente, a menos, que la negativa implique la afirmación de otro hecho.”
Del citado precepto, se desprende que los actos y resoluciones de las autoridades fiscales se presumirán legales, salvo que el afectado niegue lisa y llanamente los hechos que los motiven, supuesto en el cual dichas autoridades deberán probar éstos.
La autoridad demandada al formular su contestación a la demanda, para desvirtuar esa negativa y con la finalidad de acreditar que la demandante sí tenía conocimiento del requerimiento que motiva la resolución recurrida, exhibió copia certificada del requerimiento número **********, de veintiocho de abril de dos mil dieciséis signado por el Director de Recaudación y Política Fiscal, de la Secretaría de Finanzas, del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, mismo que consta únicamente en dos fojas, junto con su supuesta constancia de notificación
.

Sobre el requerimiento exhibido por la enjuiciada junto con su contestación de demanda, debe destacarse que en él, se le requirieron a la hoy accionante las declaraciones de pago mensual del Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal correspondiente a los meses de junio a diciembre de dos mil trece; enero a diciembre de dos mil catorce; enero a diciembre de dos mil quince; y enero y febrero de dos mil dieciséis; siendo estas mismas las obligaciones por las que se le impuso también a la demandante las multas por cumplimiento extemporáneo y a requerimiento de autoridad, en el acto confirmado en sede administrativa.

No obstante lo anterior, le asiste la razón a la parte actora en el sentido de que el referido requerimiento de obligaciones no le fue legalmente notificado –o al menos, no fue acreditado en el presente juicio- como se aduce en la resolución impugnada, en razón de las siguientes consideraciones.
El artículo 72, del Código Fiscal para el Estado de San Luis Potosí, vigente al momento de la notificación del requerimiento de obligaciones omitidas folio **********, establecía lo siguiente:

“ARTICULO 72.- Los actos administrativos, para el surtimiento de sus efectos deben ser notificados en alguna de las formas que establece este Código. Las formas legales de notificación son:
I. Personales, o mediante correo certificado con acuse de recibo: Tratándose de citatorios, requerimientos, solicitudes de informes o documentos, determinación de créditos fiscales y, todo acto susceptible de ser impugnado;
II. Por correo ordinario o electrónico y vía telefax: Tratándose de actos que no infieran molestia a los particulares;
III. Por estrados: Cuando se trate de convocatorias o avisos generales;
IV. Por edictos: Cuando la persona a quien se pretende notificar haya abandonado su domicilio sin dar a aviso y se desconozca su paradero, cuando su domicilio se encuentre fuera del territorio nacional, cuando el interesado hubiere fallecido y se desconozca al representante de la sucesión; y, cuando el interesado se oponga u obstaculice el ejercicio de las facultades de las autoridades, y
V. Por instructivo: En los casos en que el contribuyente, su representante o la persona con quien se entienda la diligencia se nieguen a recibir la notificación.”

Del precepto legal anteriormente transcrito, se desprende que para que surta efectos los actos administrativos emitidos con base en el citado Código, los mismos deberán ser notificados mediante alguna de las formas establecidas en el citado ordenamiento, como lo es, de manera personal o mediante correo certificado con acuse de recibo, cuando se trate de citatorios, requerimientos, solicitudes de informes o documentos, determinación de créditos fiscales y, todo acto susceptible de ser impugnado.

Ahora bien, en el expediente del presente juicio obra en la foja 112 del expediente en que se actúa; copia certificada la constancia de notificación exhibida por la enjuiciada, con la que a su dicho le dio a conocer a la hoy accionante el requerimiento que motiva las multas debatidas, transcribiéndose a continuación lo relevante de esa:
“SAN LUIS POTOSÍ, S.L.P; siendo…del día 26 del mes de mayo del año 2016, el suscrito Notificador Ejecutor…me constituyo legalmente en el domicilio de la persona citada, o de quien legalmente lo represente o de la persona a quien va dirigido el documento el C. **** ***** ***** ***** ******, sito en ****** **** *** ***. y cerciorándome de ser el domicilio correcto por A LA VISTA NÚMERO OFICIAL y con fundamento…y una vez requerida la presencia del contribuyente o del representante o de su representante legal soy atendiendo (sic) por quien dice llamarse C. ****** **** *** *** ** quien manifiesta tener la calidad de CONTRIBUYENTE acreditando su personalidad con NO TIENE AL MOMENTO manifestando bajo protesta de decir verdad que dichas facultades no le han sido modificadas, revocadas o suspendidas a la fecha, por lo que se entiende la presente diligencia con la misma, por ser el contribuyente, representante legal o persona a la que va(n) dirigido(s) el(los) documento(s) el(los) documento(s) que debe(n) notificarse, quien se identifica con…documento que contiene fotografía que corresponde a los rasgos fisionómicos de la persona con quien se entiende la diligencia los cuales son: ****** **** *** *** **; una vez que se tuvo a la vista se devuelve al portador, persona ésta, a quien le entrego el original con firma autógrafa del(los) documento(s) consistente(s) en: Requerimiento número(s) ***** de fecha(s) 29 ABRIL 2016, que consta(n) de Tres fojas; emitido(s) por la DIRECCIÓN GENERAL DE INGRESOS DE LA SECRETARÍA DE FINANZAS DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ…”
De la constancia de notificación transcrita se desprende que el notificador hizo constar que:

· El veintiséis de mayo de dos mil dieciséis, se constituyó en el domicilio “****** **** *** ***.”, lo que se cercioró ya que tuvo “A LA VISTA NÚMERO OFICIAL”.

· Una vez requerida la presencia del contribuyente, lo atendió la C. “****** **** *** *** **”, es decir la misma a quien iba dirigida el documento a notificar, quien no tuvo medio de identificación, pero se señaló su media filial, siendo ““****** **** *** *** **”.

· Se le entregó el documento original con firma autógrafa consistente en “Requerimiento” número “*****” de fecha “29 ABRIL 2016”, mismo que constaba en “Tres fojas”; el cual fue emitido por la “Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Estado De San Luis Potosí”.
En virtud de lo anterior, se desprende que –tal y como lo argumenta la accionante- no le fue notificado el requerimiento **********, de veintiocho de abril de dos mil dieciséis, o al menos no fue debidamente acreditado en este juicio contencioso administrativo. 

En efecto, basta hacer una simple comparativa de lo que se observa entre el requerimiento de obligaciones  –origen de la multa recurrida- y los datos del “requerimiento” “*****” que se notificó a través de la constancia de notificación de veintiséis de mayo de dos mil dieciséis; para concluir que son diversos documentos.

Para empezar, cabe precisarse que si bien son diferentes los números identificatorios del requerimiento que dio origen a las multas confirmadas en sede administrativa (“**********”) con el diverso documento notificado a través de la constancia en estudio (“*****”) –como lo argumenta la accionante-; lo cierto es que es únicamente en extensión, por lo que pudiera ser en esencia el mismo, obedeciendo solamente a un error mecanográfico o de estilo por parte del notificador. 

Sin embargo, para poder definirse si el requerimiento que sirve de motivación a la resolución recurrida y el diverso amparado por el acta que exhibió la enjuiciada, son el mismo documento, este Juzgador debe estudiar los demás datos y características de dichos documentos; para llegar a la convicción plena de que son el mismo documento y que por lo tanto, la hoy accionante tuvo conocimiento oportuno del requerimiento origen del acto impugnado; o bien, caso contrario, que son dos documentos diferentes, y que por lo tanto la enjuiciante no tuvo conocimiento del requerimiento origen de las multas inicialmente debatidas.

A continuación, se asienta en un cuadro comparativo, los datos y características que a consideración de este Juzgador, sirven para lograr convicción, en un sentido o en otro, de si son el mismo requerimiento o uno diverso:
	DATOS/CARACTERÍSTICAS
	REQUERIMIENTO ORIGEN DE LA RESOLUCIÓN RECURRIDA 
	DOCUMENTO NOTIFICADO A TRAVÉS DEL ACTA EN ESTUDIO
	CONCLUSIÓN

	FECHA DE EMISIÓN
	Veintiocho de abril de dos mil dieciséis
	Veintinueve de abril de dos mil dieciséis
	Son diferentes.

	EMITIDO POR
	Director de Recaudación y Política Fiscal, de la Secretaría de Finanzas, del Gobierno del Estado de San Luis Potosí
	Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Estado De San Luis Potosí
	Son diferentes.

	CONSTA EN

	Dos fojas
	Tres fojas
	Son diferentes.

	Cabe destacarse que en el acta de notificación de veintiséis de mayo de dos mil dieciséis en estudio, no se detalla ningún otro dato que pudiera identificar el documento que le fue entregado a la hoy accionante.


En virtud de lo anterior, a consideración de este Juzgador, el requerimiento “*****” que el notificador, con su fe pública, hizo constar que le entregó a la hoy impetrante el veintiséis de mayo de dos mil dieciséis, de fecha veintinueve de abril de dos mil dieciséis, emitido por la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Estado De San Luis Potosí y que constaba en tres fojas; documento que es diferente al requerimiento número **********, de veintiocho de abril de dos mil dieciséis, signado por el Director de Recaudación y Política Fiscal, de la Secretaría de Finanzas, del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, mismo que consta únicamente en dos fojas, que da a origen a la resolución confirmada en sede administrativa.

No pasa desapercibido para este Juzgador, el que la constancia de notificación de veintiséis de mayo de dos mil dieciséis, que exhibió la enjuiciada para acreditar la legal notificación a la accionante del requerimiento origen del acto recurrido, fue entendido directamente por la hoy actora –C. **** ***** ***** ***** ******-, y que por lo tanto –como lo argumenta la enjuiciada en su contestación de demanda- cualquier vicio de ilegalidad que pudiera contener, se encuentra subsanado por ese hecho. Sin embargo, pierde de vista que en la especie no estamos ante la presencia de un vicio de ilegalidad en la diligencia de notificación de un documento; sino por el contrario, la cuestión que aquí se define, es cuál fue el documento que le fue entregado a la hoy impetrante por el notificador el veintiséis de mayo de dos mil dieciséis, lo que es completamente diferente a una ilegalidad subsanable; por lo que contrario a lo que arguye, no se cumplió –o al menos no se encuentra acreditado en autos- el que se le diera a conocer a la impetrante el requerimiento que sirve de motivación a las multas impuestas.
En ese tenor, respecto de la notificación del requerimiento número ********** de veintiocho de abril de dos mil dieciséis, este Juzgador considera que la misma no se realizó conforme a derecho –o al menos no se acreditó así en el presente juicio-, por lo que debe considerarse como aludió la impetrante en su escrito inicial de demanda, que conoció de dicho oficio hasta el día tres de febrero de dos mil diecisiete
, pues tal circunstancia no quedó desvirtuada por la autoridad demandada con la constancia de notificación que exhibió en el presente juicio.

Con base en lo anterior, es que este Juzgador considera fundado el argumento de la parte actora, en el cual controvirtió la notificación del requerimiento número **********, de veintiocho de abril de dos mil dieciséis, como se aduce en la resolución impugnada, lo cual contraviene lo dispuesto en los artículos 16, Constitucional y 46, fracción IV, del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, toda vez que la autoridad demandada no prueba la legal notificación del referido requerimiento de obligaciones incumplidas de mérito.
Lo anterior es así, pues no obstante que la enjuiciante negó lisa y llanamente la existencia de la legal notificación de dicho requerimiento, como se aduce en la resolución impugnada, en términos del artículo 45, del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, la autoridad demandada no aportó en el presente juicio, medio probatorio idóneo que desvirtuara dicha negativa y permitiera concluir a esta Sala Unitaria la relación de la constancia de notificación aportada con el requerimiento que motiva el acto confirmado en sede administrativa.

En efecto, la actora expresamente negó la notificación del requerimiento número ********** de veintiocho de abril de dos mil dieciséis, por lo que ante tal negativa correspondía a la demandada, mediante el ofrecimiento de las constancias respectivas, demostrar la legal notificación del referido requerimiento, extremo que no fue probado por la autoridad enjuiciada; máxime que en la propia resolución se aduce que le fue notificado a la hoy impetrante el veintiséis de mayo de dos mil dieciséis, sin que se acredite tal extremo precisado en dicha resolución.

Lo anterior es así, pues no obstante que la autoridad demandada exhibió junto con su oficio de contestación a la demanda, la prueba consistente en una constancia de notificación del requerimiento número “*****” de veintinueve de abril de dos mil dieciséis, y que con ello pretende acreditar la notificación del referido requerimiento “**********” de obligaciones a la hoy actora en la fecha consignada en la resolución originalmente recurrida en revocación, como ya quedo dilucidado en párrafos precedentes, tal constancia no acredita la notificación de este último requerimiento, por lo que la autoridad demandada incumple de esa forma con la obligación procesal de probar los hechos que motiven los actos o resoluciones cuando el afectado los niegue lisa y llanamente, como sucedió en la especie, conculcando de esa manera el principio de certeza jurídica.
Por consiguiente, se concluye que en el presente juicio no se acreditó que se le hubiera notificado a la hoy demandante, el requerimiento **********, mediante el cual la enjuiciada le requirió las declaraciones de pago mensual del Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal correspondiente a los meses de junio a diciembre de dos mil trece; enero a diciembre de dos mil catorce; enero a diciembre de dos mil quince; y enero y febrero de dos mil dieciséis.

Establecido lo anterior, como se había adelantado en el acto recurrido emitido el diecinueve de septiembre de dos mil dieciséis, existe el reconocimiento tácito por parte de la autoridad de que a esa fecha, la hoy impetrante sí había presentado sus declaraciones de pago mensual del Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal correspondiente a los meses precisados en el párrafo anterior, sin embargo lo había hecho –supuestamente- extemporáneamente. 

En ese orden de ideas, resulta necesario volvernos a allegar de la parte conducente del articulo 146 del Código Fiscal del Estado –ya transcrito anteriormente- que establece que no se impondrán multas cuando el contribuyente cumpla espontáneamente con su obligación, aun cuando sea fuera del plazo, considerándose espontáneo el cumplimiento cuando la omisión es corregida o el pago efectuado antes de que se notifique la resolución en la que se determine la obligación incumplida, o el requerimiento para su cumplimiento.
Por lo tanto, a consideración de este Juzgador, en el caso en estudio, sí a la fecha en que se emitió el acto impugnado la hoy demandante ya había presentado sus obligaciones de declaraciones de pago del Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal correspondiente a los meses de junio a diciembre de dos mil trece; enero a diciembre de dos mil catorce; enero a diciembre de dos mil quince; y enero y febrero de dos mil dieciséis; es evidente que lo hizo de manera espontánea, ya que no medió requerimiento alguno por parte de la enjuiciada –o al menos no se acreditó en este juicio- y por ende, de conformidad con el artículo 146 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, no procede multa alguna; por lo que entonces, el crédito fiscal confirmado en sede administrativa, resulta ilegal.
En las relatadas consideraciones, en virtud de que en el presente caso se actualizó la figura de cumplimiento espontáneo por parte de la hoy accionante, de sus obligaciones consistentes en las declaraciones de pago Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal correspondiente a los meses multireferidos, es concluyente que la resolución originalmente recurrida en revocación, determinante del crédito fiscal **** de diecinueve de septiembre de dos mil dieciséis, es ilegal; por lo que se actualiza la hipótesis de ilegalidad prevista en el artículo 250, fracción IV, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
, toda vez que los hechos que motivaron las multas combatidas, se apreciaron de forma equivocada, por lo que con fundamento en los diversos 251, primer párrafo, y 252, primer párrafo, del mismo ordenamiento legal
, se declara la nulidad lisa y llana de dicho acto, dejándose en consecuencia sin efecto legal dicha determinante.
Asimismo, a juicio de esta Sala Juzgadora deviene ilegal la resolución recaída al recurso de revocación, contenida en el oficio ****************************** de dieciséis de abril de dos mil dieciocho, al haber confirmado la resolución inicialmente recurrida, no obstante ser ilegal conforme a lo antes expuesto, por lo que los hechos que la motivaron se apreciaron de forma equivocada, actualizando con ello la causal de ilegalidad prevista en la fracción IV, del artículo 250, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, procediendo en consecuencia declarar la nulidad lisa y llana de la referida resolución impugnada, en términos de lo dispuesto en los diversos 251, primer párrafo, y 252, primer párrafo, del mismo Código, dejándole sin efecto legal alguno.
En virtud de las conclusiones alcanzadas, y toda vez que ya se declaró la nulidad lisa y llana de las resoluciones impugnada y recurrida en el presente juicio, resulta innecesario analizar los restantes argumentos que hace valer la parte actora en su escrito inicial de demanda y su respectiva ampliación, sin que ello sea violatorio de los principios de exhaustividad y congruencia, toda vez que su estudio no irrogaría un mayor beneficio a la demandante que el obtenido en los términos de este fallo. 
Refuerza lo anterior, la jurisprudencia 1.2o.A. J/23, sentada por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, correspondiente a la Novena Época, Tomo X, de agosto de 1999, página 647, cuyo rubro, texto y precedentes señalan:
"CONCEPTOS DE ANULACIÓN. LA EXIGENCIA DE EXAMINARLOS EXHAUSTIVAMENTE DEBE PONDERARSE A LA LUZ DE CADA CONTROVERSIA EN PARTICULAR. La exigencia de examinar exhaustivamente los conceptos de anulación en el procedimiento contencioso administrativo, debe ponderarse a la luz de cada controversia en particular, a fin de establecer el perjuicio real que a la actora puede ocasionar la falta de pronunciamiento sobre algún argumento, de manera tal que si por la naturaleza de la Litis apareciera inocuo el examen de dicho argumento, pues cualquiera que fuera el resultado en nada afectaría la decisión del asunto, debe estimarse que la omisión no causa agravio y en cambio, obligar a la juzgadora a pronunciarse sobre el tema, sólo propiciaría la dilación de la justicia."

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º fracciones III y XII, 9º, fracción III, 35, fracción VIII y 36, fracción VII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los diversos 217, 229, fracción V, 248, 249, 250 fracción IV, 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, SE RESUELVE:
PRIMERO.- Esta Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se sobresee el presente juicio, respecto de la Dirección Jurídica y de Capacitación Fiscal, de la Secretaría de Finanzas, del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, por los motivos precisados en el Considerando Segundo de este fallo.

TERCERO.- La actora probó los extremos de su acción, en consecuencia;
CUARTO.- Se declara la nulidad lisa y llana de la resolución originalmente confirmada en sede administrativa, determinante del crédito fiscal ****, por los motivos expuestos en el Considerando Sexto de esta sentencia.
QUINTO.- Se declara la nulidad lisa y llana de la resolución impugnada, contenida en el oficio ******************************, por los motivos expuestos en la parte final del Considerando Sexto del presente fallo.
SEXTO.- Notifíquese personalmente a la actora y mediante oficio a las autoridades demandadas.
Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Manuel Ignacio Varela Maldonado, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano, que autoriza y da fe.
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
� “ARTÍCULO 217. Los juicios que se promuevan ante el Tribunal, se substanciarán y resolverán de acuerdo a las disposiciones establecidas en este Código.





A falta de disposición expresa, se aplicarán supletoriamente las disposiciones del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí.





Cuando la resolución recaída a un recurso administrativo, no satisfaga el interés jurídico del recurrente, y éste la controvierta en el juicio contencioso administrativo, se entenderá que simultáneamente impugna la resolución recurrida en la parte que continúa afectándolo, pudiendo hacer valer conceptos de impugnación no planteados en el recurso.





Asimismo, cuando la resolución a un recurso administrativo declare por no interpuesto o lo deseche por improcedente, el juicio contencioso administrativo procederá en contra de la resolución objeto del recurso, pudiendo en todo caso hacer valer conceptos de impugnación no planteados en el recurso.”





� Visibles en los folios 41 a 49, y 37 a 40 de autos, respectivamente.





� “ARTÍCULO 229. Procede el sobreseimiento del juicio:


…


V. Cuando de las constancias de autos apareciere claramente que no existe el acto impugnado;”


� “ARTÍCULO 252…


…


Cuando se hagan valer diversas causales de ilegalidad, la sentencia de la Sala deberá examinar primero aquéllas que puedan llevar a declarar la nulidad lisa y llana.”


� Época: Décima Época, Registro: 2008395, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 15, Febrero de 2015, Tomo III, Materia(s): Administrativa, Tesis: VI.1o.A.83 A (10a.). Página: 2774.


� Documentales que obran agregadas de la foja 110 a la 112 del expediente en que se actúa.


� Si bien en el concepto de impugnación en estudio, identificado como “ÚNICO” del escrito inicial de demanda, la impetrante únicamente argumentó la diferencia entre los datos correspondientes a número identificatorio, fecha y quién lo emitió; este Juzgador también se allega de la característica material de en cuantas hojas consta el requerimiento que sirve de motivación de la resolución recurrida y el diverso que ampara la constancia de notificación exhibida por la enjuiciada, para tener elementos de convicción de si son los mismos documentos o diversos.


� Como ella misma reconoce en la página 4 de su escrito inicial de demanda.


� “ARTÍCULO 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales:


…


IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas, y


…”





� “ARTÍCULO 251. Las sentencias definitivas deberán reconocer total o parcialmente la legalidad y validez de la resolución o acto impugnado; declarar total o parcialmente la nulidad de los mismos y de las consecuencias que de éstos se deriven, o decretar la nulidad del acto o resolución modificándolos para determinado efecto, debiendo precisar con claridad la forma y términos en que la autoridad debe cumplir, salvo cuando se trate de facultades discrecionales.


…


ARTÍCULO 252. De ser favorable la sentencia al actor, ésta dejará sin efecto el acto impugnado y las autoridades responsables quedarán obligadas a otorgar o restituir al actor en el goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente afectados o desconocidos, en los términos que se establezca.


…”





